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s U P r e m a C o r t e
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A fs. 236/250 de la pieza de autos principales

identificada como expediente N° 15.523, el Superior Tribunal de

Justicia de la provincia de Santiago del Estero rechazó la

acción contencioso administrativa dirigida a impugnar el decreto

16 del año 2005 mediante el cual el entonces gobernador habia

dispuesto el "cese automático en el ejercicio de sus funciones

de todos los miembros integrantes del Superior Tribunal de

Justicia, magistrados y funcionarios de los tribunales

inferiores y miembros del Ministerio Público".

Para así resolver, sostuvo en lo principal que,_ pese

a la invocación expresa en ese acto del arto 14 de la

constitución local, "no fue ésta la razón por la cual el actor

fue dejado cesante, sino porque la ley 25.881 de intervención

federal de la provincia lo había puesto 'en comisión'" (fs. 238

vta.). Tal condición -a su entender- había hecho desaparecer el

presupuesto para invocar la estabilidad o inamovilidad en el

cargo. Por tal razón, concluyó que "la actora debió

inexcusablemente atacar la legitimidad constitucional de la ley

25.881, por ser éste el presupuesto jurídicamente habilitante en

cuya consecuencia, justamente, se fundamentara [sic] el acto

administrativo cuya revocación pretende en autos" (fs. 239

vta. ) .

-II-

Contra dicho pronunciamiento, la actora interpuso el

recurso extraordinario de fs. 20/38 (expediente N° 1.944 de

-1-



autos principales), cuya denegación a fs. 69/81 motivó la

presentación de la queja en examen.

En lo que interesa, califica el decreto en cuestión

de inconstitucional, en tanto alli se dispone su cesantia sobre

la base de lo dispuesto en el arto 14 de la constitución local

que refiere, antes bien, a la situación de los magistrados

~nombrados por la intervención federal", respecto de los cuales

se establece el cese de funciones ~al asumir las autoridades

electas". Considera inapropiada entonces la aplicación de tal

precepto a su situación, al haber sido ella nombrada por

autoridades constitucionales y no haber sido objeto de remoción,

suspensión o traslado de ninguna naturaleza durante la gestión

del interventor federal.

Descarta luego la invocación del a qua de la ley

25.881, al afirmar que las facultades allí previstas no son

reconocidas sino al agente del gobierno nacional, por lo que mal

podrian servir de fundamento para que ~las autoridades

constituidas de una provincia asuman facultades extraordinarias,

propias del interventor federal y contrarias a la garantía de

inamovilidad de los magistrados" (fs. 29 vta.).

Invoca asimismo la doctrina de la arbitrariedad,

presente en el caso -según entiende- al constituir la sentencia

~una afirmación dogmática que colisiona con el texto expreso de

la norma que se dice interpretar" (fs. 37 vta.).

-lIl-

A mi entender, el recurso es formalmente admisible

toda vez que en el caso se ha cuestionado la validez de una

norma local bajo la pretensión de ser contraria a la
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Constitución Nacional y a la ley federal 25.881 y la decisión ha

sido en favor de su validez (inc. 2°, arto 14 de la ley 48). Al

respecto cabe advertir que, al encontrarse controvertido el

alcance que corresponde asignar a normas de derecho federal, la

Corte no se encuentra limitada en su decisión por los argumentos

de las partes o de la Cámara, sino que le incumbe realizar una

declaración sobre el punto disputado (Fallos: 311:2553; 321:861,

entre muchos otros).

Tal como han sido esgrimidos, los argumentos que

fundan la tacha de arbitrariedad se hallan inescindiblemente

unidos con la cuestión federal en juego, por lo que corresponde

su estudio en forma conjunta (Fallos: 321:776 y 323:1625).

-IV-

En cuanto al fondo, cabe recordar ante todo, que el

presente caso tuvo lugar en el contexto del dictado de la ley

25.881 mediante la cual el Congreso de la Nación declaró la

intervención federal de la provincia de Santiago del Estero a

los fines de "garantizar la forma republicana de gobierno"

(conf. arto l°), para lo cual dispuso "la inmediata caducidad de

los mandatos del Poder Ejecutivo y de los miembros del Poder

Legislativo", así como la "declara [ción] en comisión [de] los

miembros del Poder Judicial" (art. 3°). En ese mismo sentido,

ordenó al Poder Ejecutivo Nacional la designación de un

interventor federal (art. 2°), a la vez que fijó el plazo de 180

días -prorrogables por un período igual-, al término del cual el

interventor debía convocar a elecciones "para asegurar la

normalización y pleno funcionamiento de los poderes

provinciales" (art. 4°).
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De lo que se trata, en definitiva, es del instituto

previsto en el arto 6° de la Ley Fundamental que, en términos de

nuestro diseño constitucional, se presenta como manifestación de

la "garantia federal" enunciada en el arto 5° en resguardo de la

forma republicana de gobierno. Lo que está en juego, por tanto,

es la vigencia del sistema establecido en la Constitución

Nacional que, al tiempo que garantiza a las provincias el

establecimiento de sus instituciones, su ejercicio y la elección

de sus funcionarios (art. 5° y 122), también las sujeta -tanto a

ellas como a la Nación- al sistema representativo y republicano

(arts. 1° Y 50), impone su supremacía (art. 31) y confía a la

Corte el asegurarlo (art. 116 Y 117) (conf. Fallos: 310: 804;

327:5118) .

La intervencíón se presenta así -tal como V. E. ha

sostenido desde el precedente "Orfíla"- "como un deber por parte

de la Nación [... ] , [un] remedio arbitrado por el propio estatuto

para defender y mantener inviolables en todo el ámbito de la

República los principios esenciales por él [... ] adoptados"

(Fallos: 154:192). En esa inteligencia, cabe tener presente que

los poderes reconocidos en la ley de íntervención han sido

previstos para ser ejercidos exclusivamente por el delegado del

gobierno federal, funcíonario que, en su carácter de

representante de la soberanía nacional (conf. Fallos: 147: 239;

327: 3852), "no hace sino ejercer poderes nacionales expresos y

transitorios de garantía y reconstrucción del régimen local

alterado o subvertido" (Fallo "Orfila" cit.). Así lo ha

entendido la Corte, al sostener asimismo que "las funciones

desempeñadas por los interventores federales son exclusivamente

propias de los poderes federales a quienes el art. 6° de la
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Constitución Nacional les confiere esta facultad de excepción"

(Fallos: 211:1814).

De lo expuesto resulta evidente, entonces, el

carácter extraordinario de esta medida, en cuanto limitada

temporalmente y reconocida al gobierno nacional sobre los

poderes locales sólo ante las circunstancias especificas

contempladas. Esa particular naturaleza del instituto es, pues,

la que determina el carácter restrictivo del criterio

hermenéutico a utilizar en este ámbito, dada su estrecha

vinculación con la organización y subsistencia del propio Estado

y sus instituciones. En tal sentido debe interpretarse la ley de

intervención federal, en cuanto dispone respecto de los miembros

del Poder Judicial la mera "declaración en comisión" i e1191 en

contraste con la ~inmediata caducidad de los mandatos del Poder

Ejecutivo y de los miembros del Poder Legislativo", diferencia

que no puede ser obviada a la luz de la inveterada doctrina

conforme a la cual ~la primera pauta de interpretación de la ley

es dar pleno efecto a la voluntad del legislador, cuya -primera

fuente es la letra de la ley" (Fallos: 321:2594; 313:1149).

-v-
En razón de lo hasta aqui expresado, considero que,

al disponer el ~cese automático en el ejercicio de sus

funciones" de todos los integrantes del poder judicial

provincial (art. l° del decreto 16/05), el poder ejecutivo local

que asumió una vez restauradas las instituciones hizo uso de una

atribución que le era ajena. En efecto, la medida correspondia,

en razón de su entidad, al ámbito de facultades previstas en la

ley de intervención para ser ejercidas únicamente por el agente
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del gobierno federal oportunamente designado y dentro del

término de duración de esa situación de emergencia institucional

que, para entonces, ya había finalizado. Hasta ese momento, sin

embargo, la actora continuó en funciones ante la inexistencia de

medida alguna de cesantía o confirmación por parte del

interventor. Al contravenir lo dispuesto en la normativa federal

apuntada, entiendo entonces que el acto impugnado debe ser

declarado inconstitucional.

Ante tal estado de cosas, considero que corresponde

revocar la decisión del a qua que lo considera válido y que para

ello se sirve de la ley 25.881 cuando, en rigor, el decreto

dispone la cesantía sobre la base de lo establecido en el arto

14 de la constitución local entonces vigente (texto publicado en

B.O. provincial con fecha del 18 de octubre de 2002). Lo cierto

es que ésta, al referirse al supuesto de los magistrados

"nombrados por la intervención federal", no resulta aplicable a

la situación de la actora, que fue designada con anterioridad y

que continuó en funciones durante ese período. Luego, en razón

de las consideraciones expuestas, tampoco puede servir de

sustento normativo la citada ley federal, tal como pretende el

tribunal apelado en un claro apartamiento del texto legal que lo

hace merecedor, a mi entender, de la tacha de arbitrariedad.

Ello es así, al no constituir el pronunciamiento en crisis una

derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las

circunstancias comprobadas de la causa, en términos de

fundamentación normativa de la decisión (doctrina de Fallos:

327:2707; 330:4770).
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(RECURSO DE HECHO)

En virtud de lo expuesto, y concordemente con lo

dictaminado en el día de la fecha en autos C.2.55 XLIX "Castro de

Pujol, María del Huerto cl Gobierno de la Provincia (Decreto

Serie A N° 646)", opino que corresponde hacer lugar a la queja,

declarar procedente el recurso extraordinario y, en

consecuencia, revocar la sentencia apelada.

Buenos Aires, J4? de junio de 2.014.

ES COPIA
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